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à
La implementación del Acuerdo de 

paz ha estado llena de altibajos. Al 

transcurrir su primer quinquenio la 

sensación para quienes son su razón 

de ser es agridulce: los más golpea-

dos por la guerra siguen a la espera 

de que les cumplan lo prometido. 

à
Los logros son varios, comenzando 

por la institucionalidad creada para 

atender asuntos de verdad, justicia y 

reparación, que, a pesar de las difi-

cultades, trabaja en sus objetivos de 

cara a las víctimas.

à
El gobierno nacional también mues-

tra resultados, sobre todo en térmi-

nos de inversión en el desarrollo de 

los puntos pactados. Pero las comu-

nidades no creen en esas cifras y exi-

gen más voluntad política.
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Nadie dijo que sería fácil. Cerrar las heridas causadas por 

un conflicto armado interno que se extendió por más de 

medio siglo y saldar las deudas que no solo lo desataron 

sino con las violencias que se generaron se alzaba en 

el horizonte como una tarea titánica que necesitaría el 

apoyo de toda la sociedad.

Sin embargo, la unión como país para acoger la termi-

nación de una prolongada confrontación armada no se 

logró y la tarea de implementar lo pactado en La Haba-

na, Cuba, se hizo mucho más compleja porque diversos 

sectores se encargaron de ponerle palos a esa rueda que 

avanza, con muchas dificultades, por una inclinada pen-

diente cuesta arriba.

El resultado del plebiscito del 2 de octubre de 2016, con 

el que se pretendió refrendar el acuerdo al que llega-

ron los delegados del gobierno de Juan Manuel Santos 

(2010-2018) y la guerrilla de las Fuerzas Armadas Re-

volucionarias de Colombia (Farc), luego de más de cua-

tro años de intensas negociaciones, marcó un punto de 

quiebre por donde se empezó a agrietar la que sería la 

futura implementación.

Ese día, con una mínima diferencia (el 50,21% de los 

votos fueron negativos), se impuso el No. Rápidamente, 

los negociadores escucharon a los opositores, incluyeron 

varias modificaciones en el Acuerdo de paz atendiendo 

a sus reclamos y el texto final fue refrendado en el Con-

greso de la República.

Ese proceso permitió que el 24 de noviembre de 2016, 

por segunda y definitiva ocasión, el presidente Santos y 

el exjefe de las Farc, Rodrigo Londoño, estamparan sus 

firmas en el Acuerdo final para la terminación del con-

flicto y la construcción de una paz estable y duradera. 

A partir de allí empezó el proceso de implementación 

mediante la expedición de leyes y decretos, para darle 

amparo constitucional, pero la legitimidad de ese pacto 

quedó arropada por un supuesto manto de duda.

La oposición al Acuerdo de paz, liderada por el partido 

Centro Democrático, que gobierna el país desde el 7 de 

agosto de 2018, y en cuya cabeza se encuentra el expre-

sidente Álvaro Uribe Vélez (2002-2010), ha sido frontal 

y se convirtió en uno de los principales obstáculos para 

su cumplimiento. 

Su animadversión comenzó, incluso, desde que se hicie-

ron públicas las negociaciones, y como estrategia para 

deslegitimar ese proceso infundieron mentiras para des-

pertar miedo en los colombianos y hacer que votaran 

“verracos” el plebiscito, como reconoció el gerente de 

la campaña del No, Juan Carlos Vélez, entonces hombre 

de confianza del exmandatario. 

El presidente Santos también tiene su cuota de respon-

sabilidad en el enrarecido y polarizado ambiente del ple-

biscito. Hizo lo propio que sus opositores, calificando de 

“enemigos de la paz” a quienes tuvieron reparos a las 

negociaciones y también apeló al miedo, alertando so-

bre el posible paso de una guerra rural a una urbana si 

no se concretaba el Pacto de La Habana.

Una vez aterrizado en la realidad el Acuerdo de paz, 

consignado en 310 páginas, mediante la expedición 

de normas en el Congreso de la República, la oposición 

continuó imponiendo trabas y miedos, y acudió a diver-

sas estrategias como romper el quorum de las sesiones 

legislativas para que no se alcanzaran los votos necesa-

rios para su aprobación.

La principal sacrificada de esa estrategia fue la creación 

de dieciséis curules en la Cámara de Representantes 
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para las víctimas del conflicto, la cual fue saboteada de 

esa manera el 30 de noviembre de 2017, con el pretex-

to de que en realidad esos escaños serían manejados 

por grupos armados. Solo en mayo del presente año esa 

medida encontró luz verde en la Corte Constitucional, la 

cual estableció que, a pesar de las jugadas políticas del 

Centro Democrático, sí se alcanzó la cantidad de votos 

necesarios para cumplirle esa promesa a las víctimas.

El 17 de junio de 2018 el Centro Democrático se con-

virtió en el partido de gobierno, luego de que su candi-

dato, Iván Duque Márquez, fuera elegido presidente de 

la República. Desde ese momento, estando al frente del 

Ejecutivo, la oposición al Acuerdo de paz tuvo más peso.

Una de sus decisiones más drásticas fue objetar seis artí-

culos de la ley estatutaria de la Jurisdicción Especial para 

la Paz (JEP), creada para investigar y sancionar a los ex-

guerrilleros de las Farc, integrantes de la Fuerza Pública y 

terceros responsables de violaciones de derechos huma-

nos en medio del conflicto armado.

Como sucedió con las curules para las víctimas, en mar-

zo de 2019 el Congreso de la República fue el escenario 

donde se libró la lucha entre opositores y validadores del 

Acuerdo de paz. Finalmente, un par de meses después, 

tras un largo proceso de desgaste, polarización y desle-

gitimación de la institucionalidad creada por el Pacto de 

La Habana, la Corte Constitucional terminó enterrando 

las pretensiones del presidente Duque y de su coalición 

en el Legislativo.

Esos dos intentos de reformas a puntos sensibles del 

Acuerdo de paz, relacionados con las víctimas del con-

flicto armado, muestran las adversidades que ha sufrido 

su implementación desde el plano político.

A ellas se suman la constante ilegitimidad que le im-

primen desde el partido de gobierno. Uno de los casos 

más recientes es el del expresidente Uribe Vélez, quien 

decidió no comparecer ante la Comisión para el Esclare-

cimiento de la Verdad (CEV), sino hablar con su presiden-

te, el sacerdote jesuita Francisco de Roux, en una de sus 

fincas y bajo sus condiciones, alegando que no le otor-

gaba legitimidad a esa entidad porque fue creada por un 

acuerdo que rechazó el plebiscito de octubre de 2016.

Esa postura ha permeado a diferentes sectores de la so-

ciedad y agudizado la polarización, poniendo más palos 

en la rueda de la implementación del Acuerdo de paz. 

No obstante, la desunión no solo se ha dado por parte 

de la sociedad y de la clase dirigente colombiana.

El Acuerdo de paz también fue rechazado por algunos 

integrantes de las entonces Farc antes de que se firma-

ra, quienes decidieron no dejar las armas. Algunos de 

los exponentes más visibles de esa situación son Gentil 

Duarte e Iván Mordisco, quienes crearon las primeras di-

sidencias, perpetuando la violencia en los Llanos orien-

tales.

A ellos se les sumarían otros disidentes en diferentes 

puntos de la geografía nacional, principalmente en el 

suroccidente. Pero el golpe más certero y que minó la 

confianza en el Acuerdo vino por parte de Iván Már-

quez, Jesús Santrich, el Paisa y otros importantes exjefes 

de la antigua guerrilla que participaron en las negocia-

ciones de La Habana, quienes, a finales de agosto de 

2019, anunciaron su regreso a las armas alegando gra-

ves incumplimientos por parte del gobierno nacional y 

conformando una organización armada que denomina-

ron Segunda Marquetalia, asumiendo con ese nombre 

la continuidad de su hito fundacional de mayo de 1964, 

cuando nació la guerrilla que luego adoptaría el nom-

bre de Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

(Farc).

A la par de esas críticas circunstancias, la implementa-

ción se ha dado en medio de una carrera que parece es-

tarle ganando la criminalidad a la institucionalidad. Los 

territorios que fueron dejados por las antiguas Farc en 

su camino al desarme y reincorporación a la vida legal 

pronto fueron copados por nuevos y antiguos grupos 

armados, que reprodujeron nuevos ciclos de violencia y 

control territorial, con lo que la promesa de no repeti-

ción de la violencia no duró más de un año.

Otros palos en la rueda son lo que algunos analistas y 

líderes regionales denominan como una implementa-

ción a cuentagotas, acorde a los intereses del gobierno 

nacional, que ha tomado las disposiciones del Acuerdo 

de paz más como políticas de gobierno que de Estado y 

tergiversado el espíritu de lo pactado.
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Algunos casos que ejemplifican lo anterior son la crea-

ción del Plan de atención oportuna (PAO), en detrimen-

to de la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad 

(CNGS), que excluye a los representantes de la sociedad 

civil para tomar decisiones que garanticen la vida de 

los defensores de derechos humanos; la creación del 

programa de sustitución de cultivos Hecho a la Medi-

da, cuando el Ejecutivo alega que no hay recursos para 

cumplir de manera integral con el Programa Nacional 

Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (PNIS); y 

enarbolar la bandera de la política de Paz con legalidad, 

cuando en realidad se debería promover de manera ge-

neral al Acuerdo de paz.

Por otro lado, aunque la administración Duque presenta 

balances con inversiones billonarias y altos indicadores 

de gestión, representantes de comunidades golpeadas 

fuertemente por la guerra advierten que esas cifras no 

corresponden a la realidad. 

Por ejemplo, líderes de comunidades afrodescendientes 

e indígenas sostienen que, en materia de formalización 

y adjudicación de tierras, el Ejecutivo se atribuye la en-

trega de miles de hectáreas por medio del Fondo de Tie-

rras creado por el Acuerdo de paz, pero que en realidad 

corresponden a reclamaciones que no están relaciona-

das con el Pacto de La Habana. Y argumentan que ese 

indicador es imposible porque cinco años después to-

davía no se ha creado la cuenta étnica en el Fondo de 

Tierras para adquirir predios. Mientras tanto, el gobierno 

nacional considera que esa es una “discusión política y 

jurídica”.

Sin embargo, a pesar de las dificultades, la implemen-

tación del Acuerdo de paz tiene brotes verdes. Algunos 

de ellos son que la mayoría de excombatientes de las 

Farc siguen firmes en su proceso de reincorporación a 

la vida legal a pesar de incumplimientos en garantías de 

seguridad –han sido asesinados más de doscientos no-

venta– y de retrasos para la creación de sus proyectos 

productivos.

Además, el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Repara-

ción y No Repetición presenta resultados tangibles para 

las víctimas del conflicto armado, quienes son la razón 

y centro del Acuerdo de paz. Aunque no ha emitido 

sentencias a la fecha, la JEP ha expedido cincuenta mil 

decisiones judiciales y logrado importantes avances en 

materia de secuestro, ejecuciones extrajudiciales y reclu-

tamiento ilícito; la Comisión de la Verdad ha escuchado 

a la mayor cantidad de personas posibles en diferen-

tes rincones del país para trabajar por la reconciliación 

y construir su Informe final; y la Unidad de Búsqueda 

de Personas Dadas por Desaparecidas construyó, de la 

mano de comunidades, sus planes de búsqueda.

Sin embargo, las salidas en falso de algunos exjefes de 

las Farc también han contribuido a agrietar la confian-

za en torno a la implementación del Acuerdo de paz. 

Mientras se producen las sentencias de la JEP, Sandra Ra-

mírez y Rodrigo Granda han lanzado frases despectivas 

sobre los secuestrados que mantuvieron durante años 

en cautiverio: la primera indicó que tenían comodidades 

y el segundo que realizaron trabajos por petición propia. 

Ante ello, diversos sectores sociales reclaman por ver-

dad, justicia y reparación.

En estos cinco años, más allá de las carencias presupues-

tales y de las dificultades del Estado para tener presencia 

integral en la Colombia de las periferias, ha quedado cla-

ro que los mayores problemas para la implementación 

del Acuerdo de paz provienen de la falta entendimiento 

de su clase dirigente, que no ha sabido estar a la altura 

del momento histórico por el que atraviesa el país y le 

ha dado más peso a sus cálculos políticos, agudizando la 

polarización y agrietando el terreno para la construcción 

de una paz estable y duradera.
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flexión y análisis de la realidad nacional, promoviendo el 

trabajo en equipo y las alianzas institucionales con uni-

versidades, centros de pensamiento, medios de comuni-

cación, organizaciones sociales y políticos progresistas. 

En el marco de estos esfuerzos desarrollamos grupos de 

trabajo con expertos (académicos y técnicos) y políticos, 

así como foros, seminarios y debates. Además, publica-

mos policy papers, análisis temáticos y libros. 

Para más información, consulte 

https://www.fes-colombia.org

Presente en el país desde 1979, la Friedrich-Ebert-Stif-

tung en Colombia (Fescol) busca promover el análisis y 

el debate sobre políticas públicas, apoyar procesos de 

aprendizaje e intercambio con experiencias internacio-

nales y dar visibilidad y reconocimiento a los esfuerzos 

en la construcción de paz.

Como fundación socialdemócrata, nos guían los valores 

de la libertad, la justicia y la solidaridad. Mediante nues-

tras actividades temáticas, ofrecemos un espacio de re-

SOBRE ESTE PROYECTO

VerdadAbierta.com es un medio nativo digital dedica-

do a la investigación periodística de hechos relacionados 

con los derechos humanos en un amplio espectro temá-

tico. Fue creado en 2008 y está integrado por un equipo 

periodístico especializado en el cubrimiento del conflic-

to armado y procesos de paz. Desde el 31 de enero de 

2019 está bajo la tutela de la Fundación Verdad Abierta.
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El Acuerdo de paz pactado en La Habana, Cuba, fue la 

gran noticia de finales de noviembre de 2016 en Colom-

bia. La rúbrica del documento que consignó las prome-

sas del fin de la confrontación armada entre la guerrilla 

de las Farc y el Estado llenó de esperanza a las comuni-

dades azotadas por la guerra durante más de cincuenta 

años.

Se esperaba que el Estado llegara de manera más inte-

gral a aquellas regiones que abandonarían las Farc tras 

entregar sus armas e iniciar el camino hacia la vida legal, 

lo que auguraba mejores condiciones de vida para sus 

pobladores, con mayor equidad en el desarrollo.

No obstante, más allá de las carencias presupuestales y 

de las dificultades del Estado para tener presencia inte-

gral en la Colombia de las periferias, ha quedado claro 

que los mayores problemas para la implementación del 

Acuerdo de paz provienen de la falta entendimiento de 

su clase dirigente, que no ha sabido estar a la altura del 

momento histórico por el que atraviesa el país y le han 

dado más peso a sus cálculos políticos, agudizando la 

polarización y agrietando el terreno para la construcción 

de una paz estable y duradera. 
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